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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE  

BOGOTÁ D.C. 

 

 

 
 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210049400 
  

Bogotá D.C., a los dieciséis (16) días del mes de noviembre de 2021 
 

El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por RIGOBERTO HERNÁNDEZ 
CONTRERAS, identificado con la cédula de ciudadanía N° 341.025, contra la 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA SEGURIDAD SOCIAL -UGPP, 
por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición.  
  

ANTECEDENTES 
 
El accionante manifiesta que el 01 de septiembre de 2021 radicó a través de la página 
web de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal de la Protección Social –UGPP, 
solicitud de reconocimiento de la indemnización sustitutiva de su pensión de vejez con 
radicado N° 2021400301993742, sin obtener respuesta de fondo ni satisfactoria a su 
petición transcurridos más de sesenta (60) días de radicada. 
 

SOLICITUD 
 
El señor RIGOBERTO HERNÁNDEZ CONTRERAS, solicita se ordene a la Unidad 
de Gestión Pensional y Parafiscal de la Protección Social –UGPP, se sirva contestar la 
petición elevada de forma satisfactoria y de fondo, dado que cumple con todos los 
requisitos de ley a efecto de que cese la violación del derecho fundamental invocado. 
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Repartida la tutela y recibida en Juzgado el 2 de noviembre del 2021, se admitió 
mediante providencia del día 3 del mismo mes y año, ordenando notificar a la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP, concediéndole el término de 
veinticuatro (24) horas para pronunciarse sobre la tutela de referencia. 
 

RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS 
 
El apoderado Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP, manifestó que una vez 
revisados los aplicativos de información dispuestos por esa entidad, evidenció escrito 
radicado el 01 de septiembre de 2021, tramitado con el radicado N° 
2021400301993742, mediante el cual el accionante solicitó el reconocimiento de la 
indemnización sustitutiva de pensión de vejez, aclarando que encuentra dentro del 
término para resolver dicha solicitud, por cuanto al pretender el demandante el 
reconocimiento de la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, esa entidad 
cuenta con cuatro (4) meses para resolver, indicando que ese término comienza a 
correr, para proferir el acto administrativo que en derecho corresponda a partir de que 
los documentos se encuentren completos, por tanto, solicita al Juzgado desestimar las 
pretensiones de la presente acción constitucional y negar el amparo invocado por el 
accionante, por cuanto su representada se encuentra realizando todas las gestiones 
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pertinentes para dar respuesta de fondo a la petición, creando para tal fin la 
SOP2021010275518,. 

 
CONSIDERACIONES 

 
COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  
artículo 2.2.3.1.2.1  del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Justicia y del Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela, 
modificado por el Decreto 333 de 2021 que dispone en numeral 2° “Las acciones de 
tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden 

nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del 

Circuito o con igual categoría…”, como sucede en este caso. 
 

PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar si la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP, ha vulnerado el derecho 
fundamental de petición del señor RIGOBERTO HERNÁNDEZ CONTRERAS, al no 
haber emitido respuesta al derecho de petición radicado con el N° 2021400301993742 
del 01 de septiembre de 2021. 
 

SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 
 

Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo 
dispone el Artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos 
de la Corte Constitucional1 y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la Acción de 
Tutela es  un instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las 
personas cuando estos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o, excepcionalmente, de un particular2, así como que la solicitud de 
amparo de los derechos fundamentales vía acción de tutela ostenta una naturaleza 
eminentemente residual y subsidiario, de ahí que su procedencia tenga el carácter de 
excepcional al verificarse la existencia de los siguientes escenarios (i) cuando el presunto 
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, o (ii) cuando, existiendo ese medio este carece 
de idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, oportuna e integral los derechos 
fundamentales, en las circunstancias del caso concreto. Así mismo, procederá como mecanismo 
transitorio cuando la acción se interponga para evitar la consumación de un perjuicio irremediable a 
un derecho fundamental3.  
 

De igual manera y en desarrollo de lo anterior, surge la imperante necesidad que el 
Juzgado en cada caso concreto determine prima facie: (i) la efectiva acreditación de la 
legitimación para hacer parte del proceso por quienes en él se encuentran inmiscuidos, ya sea de quien 
incoa la tutela (accionante-legitimación por activa-) o de quien se predica la presunta vulneración ius-
fundamental (el accionado – legitimación por pasiva-); la inmediatez con que se acudió a este 
excepcional mecanismo de protección; (iii) que se trate de un asunto de trascendencia constitucional, 
esto es, que esté de por medio la vulneración de un interés de raigambre constitucional; y (iv) la 
inexistencia de mecanismos ordinarios de protección (subsidiariedad)4 

 
Puestas así las cosas, para el Despacho es claro que los requisitos de legitimación en la 
causa por activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado de 
acuerdo a lo enseñado por el artículo 86 de la Constitución Política y lo consignado en 
el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, el señor Rigoberto Hernández Contreras, se 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencias T-119 de 2015, T-250 de 2015, T-446 de 2015, T-548 de 2015, T-317 de 2015 y T-087 de 

2020. 
2 Corte Constitucional Sentencia T-500 de 2019. 
3 Corte Constitucional Sentencia T-087 de 2020. 
4 Corte Constitucional, Sentencia T-115 de 2018, T-500 de 2019 entre otras. 
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halla legitimado para interponer en forma directa la acción constitucional que nos 
ocupa, por cuanto es el titular del derecho fundamental de petición que aduce le fue 
vulnerado por la convocada a juicio; mientras que en lo que respecta a la legitimación 
en la causa por pasiva, la misma se encuentra satisfecha conforme lo dispone el artículo 
5 del mencionado Decreto 2591, al ser la Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social, una entidad de naturaleza pública a quien se les 
enrostra la vulneración del derecho de petición del señor Rigoberto Hernández 
Contreras.                                                                                             
 
En lo que respecta a la subsidiaridad, es de anotar que el artículo 86 de la Constitución 
Política dispuso que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de 
otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable; de ahí que se establezca en el artículo 6 del Decreto 2591 
de 1991 la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial como causal de 
improcedencia, a menos que se acuda a esta protección especialísima como mecanismo 
transitorio para remediar un perjuicio irremediable, o bien la acción recaiga sobre un 
sujeto de especial protección. 
 
En el caso concreto, entratándose de solicitudes de amparo constitucional para la 
protección del derecho de petición, la Corte Constitucional ha sido enfática en indicar 
que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial 
idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la 
vulneración de este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de 
naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo5; por lo que se concluye que quien 
encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue producida en debida forma, ni 
comunicada dentro de los términos que la ley señala,  y que en esa medida vea afectada esta 
garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional6; de 
ahí que se encuentre superado este requisito. 
 
A igual conclusión se arriba en lo que a la inmediatez respecta, en la medida que el 
derecho de petición fue incoado, conforme se desprende la prueba documental 
arrimada por una y otra parte, el 01 de septiembre de 2021 y la acción de tutela fue 
sometida a reparto el 02 de noviembre de 2021, por lo que diáfano refulge que fue 
interpuesta la solicitud de amparo constitucional en un plazo consecuente con el 
criterio de inmediatez. 
 
Superados entonces los requisitos generales de procedibilidad de la acción 
constitucional, es del caso auscultar lo jurídicamente procedente en lo que respecta al 
derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y 
desarrollado por la Ley Estatutaria 1755 de 2015, señalando a manera de argumentos 
introductorios que aquel tiene la connotación de derecho fundamental, teniendo como 
núcleo esencial i. la pronta resolución; ii. la respuesta de fondo; y iii. la notificación 
de la respuesta; contando de igual manera como elementos estructurales los 
siguientes: i. el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las autoridades 
por motivos de interés general o particular; ii. la posibilidad de que la solicitud sea 
presentada de forma escrita o verbal; iii. el respeto en su formulación; iv. la 
informalidad en la petición; v. la prontitud en la resolución; y vi. la habilitación al 
Legislador para reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 
garantizar los derechos fundamentales7. 
 
De igual manera la Corte Constitucional ha indicado que para entender por atendidas 
las solicitudes elevadas en los términos antes descritos, se requiere de una contestación 
plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha 

                                                           
5 Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017 y T-451 de 2017 entre otras. 
6 Ibídem 
7 Corte Constitucional, sentencias C-007 de 2017 y T-451 de 2017. 
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obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a 
sus intereses8.  

 
Descendiendo al caso bajo estudio, se tiene que el accionante mediante derecho de 
petición radicado ante la UGPP el 01 de septiembre de 2021, solicitó el reconocimiento 
de la indemnización sustitutiva de su pensión de vejez, ante lo cual la entidad aquí 
convocada en su escrito de contestación manifestó que tratándose de una solicitud 
relacionada con el reconocimiento de la indemnización sustitutiva de la pensión de 
vejez se encuentra dentro del término de cuatro (4) meses para resolver dicha solicitud, 
conforme lo establece el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por artículo 9 de 
la Ley 797 de 1993. 
 
En efecto, en cuanto a los términos para resolver solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones económicas, la Corte Constitucional en la Sentencia T-
744/15 ha señalado los plazos con que cuentan las entidades de seguridad social para 
dar respuesta en esos casos, al precisar: 
 

182. La sentencia SU-975 de 20039 mediante una aplicación analógica del artículo 19 del 
Decreto 656 de 1994 estableció un término general de 4 meses para responder las solicitudes 
de prestaciones económicas en las hipótesis no reguladas expresamente por el legislador. Las 
leyes 100 de 1993, 171 de 2001 y 700 de 2001 regularon los términos para responder las 
solicitudes de pensión de vejez y sobrevivientes. Los plazos de contestación de las prestaciones 
económicas pensionales son los siguientes: 
 

 
 
Lo anterior, permite concluir que en el presente caso, el derecho fundamental de 
petición del accionante no está siendo vulnerado por la UGPP, en razón a que esa 
entidad se encuentra dentro del término para resolver la petición radicada el 01 de 
septiembre del año en curso, toda vez que de acuerdo con el parágrafo primero del 
artículo 9 de la Ley 797 de 2003 y la jurisprudencia constitucional, el término general 
para dar respuesta a las peticiones relacionadas con la solicitud de reconocimiento 
pensional es de cuatro meses, ello significa que al haber sido radicada por el señor 
HERNANDEZ CONRERAS la solicitud de reconocimiento de la indemnización 
sustitutiva de la pensión de vejez  el primero (1°) de septiembre de 2021, el término 
para que la entidad accionada de respuesta a la misma, finaliza el 01 de enero del año 
2022, motivo por el cual no se halla acreditada la vulneración de los derechos 
deprecados en la acción de tutela, razón por la cual se negará el amparo solicitado. 
 

                                                           
8 Corte Constitucional, Sentencia T-369 de 2013. 
9 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 

Trámite o solicitud Tiempo de respuesta a 
partir de la radicación 

de la petición 

Normatividad que 
sustenta el tiempo 

de respuesta 

Pensión de vejez  
4 meses 

Artículo 9 de la Ley 
797 de 2003, 
parágrafo 1 

Pensión de invalidez SU-975 de 2003 
Pensión de 

sobrevivientes 
2 meses Artículo 1 de la Ley 

717 de 2001 
Indemnización sustitutiva de la 

pensión de sobrevivientes 
2 meses Artículo 1 de la Ley 797 de 

2003 
Indemnización sustitutiva 
de las pensiones de vejez e 

invalidez 

4 meses SU-975 de 2003 

Reliquidación, incremento o 
reajuste de la pensión 

4 meses SU-975 de 2003 

Auxilio funerario 4 meses SU-975 de 2003 
Recursos de reposición y 

apelación 
2 meses Artículo 86 de la Ley 1437 

de 2011 
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En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR la acción de tutela instaurada por el señor RIGOBERTO 
HERNÁNDEZ CONTRERAS, identificado con la cédula de ciudadanía 341.025, 
contra la UNIDAD ADMINISTRACIÓN ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 
Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -
UGPP, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a 
las partes. 
 
TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente 
a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en 
el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
Juez 

 
Firmado Por: 

 
Nohora Patricia Calderon Angel 

Juez Circuito 
Juzgado De Circuito 

Laboral 024 
Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
7ddcf13d6d8da22be229ad5b31e46bd41d9bc8eefee523fd5aff09f306

be9fe3 
Documento generado en 16/11/2021 11:21:23 AM 

 
Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 
ACCIÓN DE TUTELA No.110013105024-2021-0051400 

DIEGO ALBERTO MURILLO CARRILLO Y OTRA VS ICBF Y OTRO  

 
 
INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., a los dieciséis (16) días del mes de 
noviembre de 2021, pasa al Despacho de la señora Juez la Acción de Tutela radicada 
con el número 2021/00514, informándole que nos correspondió por reparto. Sírvase 
proveer. 
 
 

EMILY VANESA PINZÓN MORALES 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTICUATRO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C. 
 
 
 
 

Acción de Tutela Radicado No. 110013105024 2021 00514 00 
 

Bogotá D.C., a los dieciséis (16) días del mes de noviembre de 2021. 
 
DIEGO ALBERTO MURILLO CARRILLO, identificado con C.C. 1.023.876.848 
y BLANCA CECILIA CARRILLO LADINO, identificada con la C.C. 51.831.718, 
en representación de los menores JUAN DIEGO MURILLO CUELLAR, 
identificado con T.I. 1.013.133.878 y JOEL SANTIAGO MURILLO CUELLAR, 
identificado con No. NUIP 1.028.671.349, (hijos y nietos) contra el INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR-CENTRO ZONAL MARTIREZ 
DE BOGOTÁ D.C., y la FUNDACIÓN HOGAR SAN MAURICIO, por la 
presunta vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso 
administrativo, a tener una familia y no ser separados de ella, igualdad, defensa y 
contradicción de sus menores hijos y nietos. 
 
De otra parte, en la acción de tutela de la referencia, el señor Diego Alberto Murillo 
Carrillo y su señora madre, Blanca Cecilia Carrillo Ladino, solicitan como medida 
provisional, se ordene de manera inmediata que los menores vuelvan a su núcleo 
familiar, o en su defecto, se le otorgue la custodia temporal a su abuela paterna 
Blanca Cecilia Carrillo Ladino 
 
Al respecto, el Art. 7 del Decreto 2591 del 2001 dispone: 
 

“Artículo 7o. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la 
presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente 
para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o 
vulnere. 
 
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad 
de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el 
juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer 
ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 
 
La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere 
hecho la solicitud por el medio más expedito posible. 
 
El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de 
conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan 
otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las 
circunstancias del caso. 
 
El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer 
cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que 
hubiere dictado.”  



 
ACCIÓN DE TUTELA No.110013105024-2021-0051400 

DIEGO ALBERTO MURILLO CARRILLO Y OTRA VS ICBF Y OTRO  

 

En lo concerniente a la solicitud y concesión de las medidas provisionales solicitadas, 
en el artículo 7° del Decreto Ley 2591 de 1991 se establecen los parámetros  para 
determinar su procedencia o rechazo al señalar que: (i) debe evidenciarse de manera 
clara, directa y precisa, la amenaza o vulneración del derecho fundamental que 
demanda protección y, (ii) demostrar que es necesaria y urgente la medida debido al 
alto grado de afectación existente o de inminente ocurrencia de una daño mayor 
sobre los derechos presuntamente quebrantados. Esta medida procede de oficio o a 
petición de parte, desde la presentación de la solicitud de tutela y hasta antes de 
dictarse el fallo definitivo, en el cual se deberá decidir si adquiere carácter 
permanente. 
 
Teniendo en cuenta lo expuesto, sería del caso proceder al estudio de la medida 
solicitada en relación con la custodia de los menores de tal manera que garantice la 
protección de sus derechos fundamentales invocados en su favor, sino fuera porque 
advierte esta sede judicial que, del material probatorio allegado al plenario, no se 
aportó prueba alguna que indique que los menores estén expuestos a situación riesgo 
inminente en que sus vidas corran grave peligro, así como su bienestar e integridad 
física y mental, por tanto, no encuentra elementos probatorios suficientes que 
revelen la configuración de un perjuicio irremediable, más aún cuando el accionante 
señala que los menores se encuentran recluidos en Centro Institucional del ICBF 
hasta tanto se adelante la investigación ordenada para la Defensoría de Familia del 
Centro Zonal Mártires del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF, 
adicionalmente, el trámite de la acción constitucional es un trámite breve y sumario, 
por tanto, la medida será negada.   
 
Ahora bien, el Juzgado encuentra la necesidad de vincular al presente trámite 
constitucional a la señora DIANA ROCÍO CUELLAR PALACIOS, identificada 
con la C.C.1.030.572.695, madre de los menores Juan Diego y Joel Santiago Murillo 
Cuellar, respectivamente, así como al abuelo materno de los menores, señor JAIRO 
CUELLAR CORREA, identificado con la C.C.79.048.707. 
 
En consecuencia; 

DISPONE 
 

PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela instaurada por DIEGO ALBERTO 
MURILLO CARRILLO identificado con la C.C.1.023.876.848 y BLANCA 
CECILIA CARRILLO LADINO, identificada con la C.C.51.831.718 en 
representación de los menores JUAN DIEGO y JOEL SANTIAGO MURILLO 
CUELLAR, respectivamente (Hijos y nietos) contra el INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR-CENTRO ZONAL MARTIREZ 
DE BOGOTÁ D.C., y la FUNDACIÓN HOGAR SAN MAURICIO. 
 
SEGUNDO: VINCULAR al trámite constitucional a la señora DIANA ROCÍO 
CUELLAR PALACIOS, identificada con la C.C.1.030.572.695, madre de los 
menores Juan Diego y Joel Santiago Murillo Cuellar, respectivamente, así como al 
abuelo materno de los menores, señor JAIRO CUELLAR CORREA, identificado 
con la C.C.79.048.707. 
 
TERCERO: Oficiar al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR-CENTRO ZONAL MARTIREZ DE BOGOTÁ D.C., 
FUNDACIÓN HOGAR SAN MAURICIO y los vinculados DIANA ROCÍO 
CUELLAR PALACIOS y JAIRO CUELLAR CORREA, para que en el término 
de veinticuatro (24) horas siguientes a la notificación de la presente providencia, 
se pronuncien sobre los hechos de la tutela, aportando para ello copia de los 
documentos que sustenten las razones de lo dicho.  
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CUARTO: NEGAR la solicitud de medida provisional invocada por el señor 
DIEGO ALBERTO MURILLO CARRILLO, identificado con la 
C.C.1.023.876.848 y BLANCA CECILIA CARRILLO LADINO, identificada con 
la C.C.51.831.718 en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR-CENTRO ZONAL MARTIREZ DE BOGOTÁ D.C. y la 
FUNDACIÓN HOGAR SAN MAURICIO, por las razones expuestas en la parte 
motiva del presente proveído. 
 
QUINTO: NOTIFICAR la presente decisión a las partes por el medio más expedito. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 

Juez 
 

 

Firmado Por: 

 

Nohora Patricia Calderon Angel 
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